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Se decide la impugnación formulada por la señora EMILY ELISA CORONADO 

GARCÉS, contra la sentencia proferi da el día 11 de diciembre de 2023 por el  

JUZGADO QUINTO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN, dentro de la acción 

de tutela promovida en contra de la ESCUELA SUPERIOR DE 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA -ESAP-, t rámite al que fueron vinculados el 

SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA y las personas inscri tas en el  

Proceso de Selección al cargo de Subdirector de Centro del SENA.  

 

I . ANTECEDENTES 

 
1. SÍNTESIS DE LOS HECHOS.  

Relata la accionante que la Escuela Superior de Administ ración Públ ica ESAP 

dio apertura al Proceso de Selección Meritocrát ico Subdirectores de Centro 

SENA 2023; en cumplimiento del cronograma publ icó los resultados el  día 30 

de octubre de 2023 y habi l i tó la plataforma para acceder a la prueba a quienes 

a bien lo tuvieran a f in de presentar reclamaciones.  
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Que dentro del término y en la forma establecida, presentó reclamaciones 

recibiendo respuesta el día 24 de noviembre de 2023, en la que no se exponen 

argumentos de fondo, las consideraciones son imprecisas, se l imitan a anexar 

como respuesta unos l ink para que sea el la quien saque las conclusiones del 

por qué no se aceptaron como vál idas las pruebas aportadas dentro de su 

reclamación, todo lo cual considera, atenta contra su derecho fundamental al  

debido proceso. (Arch ivo  d ig i t a l  03 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

2. SOLICITUD.  

Sol ici ta la actora para amparar sus derechos fundamentales, se le ordene a la 

Escuela Superior de Administ ración Públ ica -ESAP-, que en el menor t iempo 

posible y sin di laciones, sea declarada como admit ida en el proceso de 

Subdirector,  dándole respuest a de fondo,  conforme lo establece la normativa y 

la jurisprudencia, atendiendo sus requerimientos; que se suspenda la etapa de 

las entrevistas hasta que se resuelva su pet ición de fondo amparando su 

derecho y se le conceda el derecho de cont inuar en concur so otorgándole los 

puntos que corresponden f rente a las preguntas.  

 

Como medida provis ional,  pidió la actora que se ordene la suspensión del 

cronograma del concurso hasta tanto se resuelva su pet ición.  (Arch ivo  d ig i t a l  03 .  

Pr imera  Ins tanc ia ) .  

 

3.  TRÁMITE DE LA ACCIÓN Y RÉPLICA.  

La acción de tutela fue repart ida al  Juzgado Quinto Civi l  del Circuito de 

Medel l ín , autoridad judicial  que mediante auto de 30 de noviembre de 2023 

(Arch ivo  d ig i ta l  0 4 .  Pr imera  Ins tanc ia) ,  dispuso su admisión,  ordenando vincular al  

t rámite al Servicio Nacional de Aprendizaje SENA y a todos los part icipantes 

del Concurso Proceso de Selección Meritocrát ica de Subdirectores SENA 2023 

que aspiran al cargo de Subdirector Centro, a quienes ordenó not i f icar a través 

de publ icación que hiciera la Escuela Superior de Administ ración Públ ica ESAP 

en su página web. La medida provis ional fue negada.  

 

Efectuada la not i f icación del auto admisorio se recibió pronunciamiento del  

Servicio Nacional de Aprendizaje SENA indicando que , en el marco del contrato 

suscri to con la ESAP, el  SENA mediante Resolución N°01 -01554 y 01-01555 de 

2023, dio apertura al  proceso de selección meritocrát ico para la conformación 
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de ternas con las cuales se proveerán los empleos de gerencia públ ica del  

SENA, denominados Directo r y Subdirector de Centro  y que según el art ículo 2° 

del mencionado acto administ rat ivo, la ESAP es a quien corresponde adelantar 

cada una de las fases del proceso, encargándose de atender todas las 

reclamaciones y surt i r las actuaciones administrat ivas qu e se deriven del 

proceso de selección, motivo por el  cual,  el  SENA no está legit imado en la 

causa por pasiva para atender las pet ic iones y pretensiones (A rch ivos d ig i ta les  07 y  

08 .  Pr imera  Ins tanc ia) .  

 

Por su parte, la Escuela Superior de Administ ración Pú bl ica reconoció que la 

accionante se inscribió al Proceso de Selección al cargo de Subdirector de 

Centro con el código SC011 y al publ icarse los resultados prel iminares de la 

veri f icación de requisi tos mínimos, fue tenida como no admit ida; luego,  el  12 de 

octubre se publ icaron los resultados def ini t ivos de admit idos y no admit idos en 

la etapa de veri f icación de requisi tos mínimos donde se modif icó su estado 

admit ida, c i tándola a la jornada de apl icación de pruebas vir tuales, las cuales 

se l levaron a cabo el  22 de octubre de 2023; el  30 de octubre fueron publ icados 

los resultados prel iminares de las pruebas en los cuales la accionante obtuvo 

un puntaje de 59,45 en el componente de conocimientos y 89,33 en el de 

habi l idades blandas o socioemocionales, con el c ual no aprobó debido a que la 

cal i f icación mínima aprobatoria para la prueba de conocimientos es de 60 

puntos.  

 

Que en cumplimiento de lo establecido dentro del  proceso de selección se les 

concedió a los aspirantes el término de un día hábi l  para que forma lizaran las 

sol ici tudes de acceso a las pruebas o exhibición que se efectuó el 6 de 

noviembre y de la cual part icipó la aquí accionante, presentando luego 

reclamación en contra de los resultados prel iminares dando a conocer sus 

inconformidades. La reclamación le fue respondida el  día 24 de noviembre de 

2023 confi rmando el puntaje obtenido,  respuesta que fue producto de un 

proceso de revis ión brindando sustento bibl iográf ico para los í tems y la 

just i f icación de la c lave asignada para cada una de las pregunta s, respuesta 

que además de ser de fondo,  le fue not i f icada,  por lo que considera que no le 

ha vulnerado los derechos cuya protección invoca . (Arch ivo  d ig i t a l  08 .Pr imera  

Ins tanc ia) .  
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El señor Carlos Efrén Paz Marci l lo acudió en cal idad de vinculado concursa nte, 

pidiendo que se sol ici te la prueba de conocimientos a la accionada para 

veri f icar todas las inconsistencias contenidas en el la (Arch ivo  d ig i ta l  11 .Pr imera  

Ins tanc ia) .  

 

4.  SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA.  

Superado el t rámite correspondiente, el  Juzgado Quinto Civi l  del Circuito de 

Medel l ín ,  mediante sentencia del  11 de diciembre de 2023 decidió denegar el  

amparo const i tucional invocado por la señora  Emily El isa Coronado Garcés , al  

considerar que no se presenta la aducida vulneración de derechos en tanto la 

respuesta brindada a su reclamación const i tuye una respuesta de fondo, clara y 

completa. (Arch ivo  d ig i t a l  32 .  P r imera  Ins tanc ia) .  

 

5.  LA IMPUGNACIÓN .  

De la sentencia así proferida, recurr ió en impugnación  la accionante 

exponiendo argumentos similares a los manifestados en la demanda de tutela 

en cuanto considera que la respuesta brindada a su reclamación no es 

concreta, precisa y concisa respecto a los puntos contenidos en el la, pide la 

revocatoria de la sentencia de primera instancia , buscando que se prof iera 

orden di rigida a la ESAP para que le comparta el  anál isis claro,  preciso y 

reglado que hicieron los expertos a las preguntas 07,  69 y 73 de forma objet iva 

y con argumentos de fondo. (Arch ivo  d ig i ta l  15 .  Pr imera  Ins tanc ia ) .   

 

I I .  CONSIDERACIONES 

 

1.  COMPETENCIA 

De acuerdo con lo establecido en el art ículo 86 de la Const i tución Polí t ica y por 

el  Decreto 2591 de 1991, art ículo 32, es competente esta Sala de Decisión 

para conocer y decidir respecto de la impugnación a la sentencia de tutela en 

referencia.  

 

2.  PROBLEMA JURÍDICO.  

La Sala Tercera de Decisión Civi l  del Tribunal Superior de Medel l ín, en sede de 

jurisdicción const i tucional,  deberá resolver como problema jurídico el que se 

encamina a establecer si  se han vulnerado  a la accionante los derechos 
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fundamentales cuya protección persigue  o si  como lo entendió el  juez de 

primera instancia,  no hay lugar a conceder el amparo por no exist i r una omisión 

que requiera protección const i tucional.   

 

3. DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO EN CONCURSO DE MÉRITOS.  

La Honorable Corte Const i tucional en reiterada jurisprudencia se ha referido al  

debido proceso administ rat ivo apl icado al concurso de méritos,  en donde 

insiste que las actuaciones deben sujetarse al art ículo 29 de la Const i tución 

Nacional el  cual dispone que “El debido proceso se apl icará a toda clase de 

actuaciones judiciales y administ rat ivas”.  En la sentencia de Tutela 090 -13 

donde fungió como Magist rado Sustanciador  el  Dr.  Luis Ernesto Vargas Si lva 

de la al ta Corporación Const i tucional,  se argumentó lo siguiente:  

 

4.1. De acuerdo con el art ícu lo 125 de la Const i tuc ión Polí t ica,  los 
empleos en órganos y ent idades del Estado son de carrera,  sa lvo los de 
elecc ión popular,  los de l ibre nombramiento y remoción, los de los 
t rabajadores of ic ia les y los demás que determin e expresamente la  ley.  E l  
mismo art ículo señala que los func ionarios,  cuyo sistema de 
nombramiento no haya sido determinado por la  Const i tución o  la ley,  
serán nombrados por concurso públ ico.  
(…) 
 
En este orden de ideas, e l  concurso públ ico es e l  mecanismo  establecido 
por la Const i tución para que en el marco de una actuación imparcia l  y  
objet iva,  se tenga en cuenta el  méri to como cri ter io determinante para 
proveer los d ist intos cargos en el  sector púb l ico ,  a f in de que se evalúen 
las capacidades, la preparación y las apt i tudes generales y específ icas de 
los d ist intos aspi rantes a un cargo,  para de esta manera escoger ent re  
el los a l  que mejor pueda desempeñarlo,  dejando de lado cualquier  
aspecto de orden subjet ivo.   
 
4.3.  Ahora bien,  e l  concurso de méri tos al  ser un instrumento que 
garant iza la selección fundada en la evaluación y la determinación de la 
capacidad e idoneidad del asp irante  para desempeñar las func iones y 
asumir responsabi l idades, se convierte en una actuación administrat iva  
que debe ceñirse a  los postulados del debido proceso const i tucional  
(art ículo 29 Superior).  
 
Para cumpl ir  ta l  deber,  la ent idad encargada de administ rar e l  concurso 
de mér i tos e labora una resolución de convocatoria ,  la cua l cont iene no 
sólo los requisi tos que deben reunir los  aspirantes a los cargos para los 
cuales se efectúa el  concurso, s ino que también debe contener los 
parámetros según los cua les la misma ent idad administ rat iva debe 
someterse para rea l izar las etapas propias del concurso, así  como la  
evaluación y la toma d e la decis ión que concluye con la e laborac ión de la  
l is ta de e legib les.  Hacer caso omiso a  las normas que e l la  misma, como 
ente admin ist rador expida, o sust raerse al cumpl imiento de éstas, atenta 
contra e l  pr incip io de legal idad a l cual debe encontrarse si empre sometida 
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la  administración, así  como también contra  los derechos de los aspirantes  
que se vean afectados con ta l  s i tuación.  
 
Prec isamente, sobre e l  tema la Sala P lena de esta Corporac ión a l asumi r  
e l  estud io de var ias acciones de tute la formuladas co ntra  el  concurso 
públ ico de mér i tos que se adelantó para proveer los cargos de notarios en 
el país,  mediante sentencia SU -913 de 2009 (MP Juan Carlos Henao 
Pérez),  señaló que ( i )  las reg las señaladas para las convocatorias son las 
leyes de l concurso y son inmodi f icables,  salvo que el las sean contrarias a  
la Const i tuc ión, la ley o resulten vio lato r ias de derechos fundamentales;  
( i i )  a  t ravés de las reglas obl igatorias del concurso, la admin ist ración se 
autovincu la y autocontrola,  en el  sent ido de que debe re spetarlas y  que su 
act iv idad en cada etapa se encuentra previamente regu lada;  ( i i i )  se  
quebranta el  derecho al debido proceso y se inf iere un per ju ic io cuando la 
ent idad organizadora del concurso cambia las reg las de juego ap l icables y  
sorprende al concursante que se sujetó a el las de buena fe.  En este 
punto,  esta Sala de Revisión est ima que si  por factores exógenos las 
reglas de l concurso varían levemente en alguna de sus etapas, las 
modif icac iones que hacen parte integra l de la convocatoria in ic ia l ,  deben  
ser p lenamente conocidas por las part íc ipes para que de esta forma se 
sat isfagan los princ ip ios de transparencia y publ ic idad que deben regir las 
actuaciones de la  adminis trac ión y no se menoscabe la conf ianza legít ima 
que los part ic ipantes han depositado  en los parámetros f i jados para 
acceder a un cargo de carrera admin ist rat iva;  y,  ( iv ) cuando existe una 
l is ta de e legib les que surge como resultado del agotamiento de las etapas 
propias del concurso de mér i tos,  la  persona  que ocupa en e l la e l  pr imer 
lugar detenta un derecho adquir ido en los términos del art ículo 58 
Superior,  que no puede ser desconocido.    
  
4.4.  Entonces,  a manera de síntes is,  la  Sala  concluye que la reso lución de 
convocatoria se convierte en la norma del concurso de méri tos y ,  como 
tal ,  tanto la ent idad organizadora como los part ic ipantes deben ceñirse a  
la misma. En caso de que la entidad organizadora incumpla las etapas 
y procedimientos consignados en la convocatoria,  incurre en una 
violación del derecho fundamental al  debido proceso que  les asiste a 
los administrados partícipes ,  salvo que las modificaciones real izadas 
en el trámite del concurso por factores exógenos sean plenamente 
publ icitadas a los aspirantes para que, de esta forma, conozcan las 
nuevas reglas de juego que rigen la  con vocatoria para proveer los 
cargos de carrera administrativa. 1 

 

4. EL MÉRITO COMO PRINCIPIO CONSTITUCIONAL QUE RIGE EL ACCESO 

AL EMPLEO PÚBLICO 

Dispone el art ículo 125 de nuestra Carta Magna que los empleos en los 

órganos y ent idades del Estado son de carre ra, exceptuando los de elección 

popular,  l ibre nombramiento y remoción, los t rabajadores of iciales y los demás 

que determine la Ley, para cont inuar af i rmando la norma que los funcionarios 

cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la const i t ución o 

la Ley, serán nombrados por concurso públ ico.  

 
                                                 
1 Sentencia T-090 de 2013 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 
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Así establecido el principio del méri to,  puede af i rmarse que el mismo se 

material iza con la creación de sistemas de carrera y el  acceso a cargos 

públ icos a t ravés de los concursos de méritos, procesos en los que con la 

ut i l ización de unos cri terios lo más objet ivos posible, se determina la 

idoneidad,  las capacidades académicas, la experiencia, la apt i tud y las 

competencias de quienes en él part icipen, para ocupar un empleo públ ico.  

 

La Ley 909 de 2004 “Por la cual  se expiden normas que regulan el empleo 

públ ico, la carrera administ rat iva,  gerencia públ ica y se dictan otras 

disposiciones” ,  desarrol la el  ci tado precepto const i tucional,  estableciendo que 

la Comisión Nacional del Servicio C ivi l  es el ente encargado de la 

administración y vigi lancia de las carreras,  excepto de las que tengan el  

carácter de especiales, siendo entonces dicha ent idad la que real iza los 

procesos de selección para proveer los cargos.  

 

Con posterioridad a la expedición de la Ley 909  de 2004 fue expedido el  

Decreto 1227 de 2005 y el Decreto 1894 de 2012 normas en las que se dispuso 

que las l istas de elegibles durante su vigencia, sólo podían ser ut i l izadas para 

proveer de manera específ ica las vacancias def ini t ivas que se generaran en  los 

mismos empleos inicialmente provistos,  fundamento que si rvió para negar 

varias acciones de tutela interpuestas al  interior de concursos de méritos y en 

las que se pedía que la l ista de elegibles vigente se ut i l izara para proveer 

cargos de vacantes def ini t ivas, que no fueron convocadas inicialmente en el  

concurso, pronunciamientos de tutela avalados por la posición que en su 

momento tenía la Corte Const i tucional.  

 

Luego, el  27 de junio de 2019 se expidió la Ley 1960 de 2019 “Por la cual se 

modif ican la Ley 909 de 2004, el  Decreto Ley 1567 de 1998 y se dictan otras 

disposiciones”  dentro de las cuales se modif icó el art ículo 31 de la Ley 909 de 

2004 estableciendo que con las l istas de elegibles vigentes se cubri rían no sólo 

las vacantes para las cuales se real izó el concurso, sino también las vacantes 

def ini t ivas de cargos equivalentes no convocados que surjan con posterioridad 

a la convocatoria del concurso en la misma ent idad, estableciéndose la 

vigencia a part i r de la fecha de publ icación de dicha norma,  lo cual generó un 

problema jurídico por la variación en las reglas de los concursos de méritos, 
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concretamente en lo que t iene que ver con la ut i l ización de las l istas de 

elegibles, además del problema referido a def ini r la apl icación en el t iempo de 

dicha norma, asunto que fue abordado por la Corte Const i tucional en la 

Sentencia T-340 de 2020 con ponencia del Magist rado Dr.  Luis Gui l lermo 

Guerrero Pérez, texto que por su pert inencia se ci ta in extenso:  

  
Como se aprecia ,  e l  cambio inclu ido en el art ícu lo 6  de la Ley 1960 de 
2019, comporta una variac ión en las reg las de los concursos de mér i tos,  
part icularmente en relación con la ut i l izac ión de las l istas de e legibles.  
Así,  la normat iva anter ior y la jur isprudencia de esta Corporac ión sobre el  
tema, part ían de la premisa de que la norma establecía que las l istas de 
elegibles únicamente podrían usarse para los cargos convocados y no 
otros,  a pesar de que con poster ior idad a la convocator ia se generaran 
nuevas vacantes def in i t ivas. Con ocasión de la refer ida mo dif icac ión, esta 
Sala deberá def in i r  la apl icación en el  t iempo de dicha norma,  comoquiera 
que, su uso, en e l  caso concreto,  pr ima facie ,  p roveería un resultado 
dist into de aquel que podía darse antes de su expedición,  no so lo  debido 
al cambio normat ivo, s ino también a la consecuente inapl icab i l idad del 
precedente señalado de la Corte respecto del uso de la l ista de elegibles,  
ya que la normat iva en la cual se insertaron esos pronunciamientos var ió 
sustancialmente.   

  
3.6.2.  Prev io a rea l izar este anál is is,  es preciso recordar que en otras 
ocasiones el  leg is lador ha establecido,  para casos concretos,  que las 
l is tas de eleg ibles deben ser usadas para proveer los cargos convocados,  
así  como aquel las vacantes de grado igual,  correspondientes a la misma 
denominación. Este es el  caso de la Ley 201 de 1995, que, para el  caso 
de la Defensoría de l Pueblo,  estab leció la apl icab i l idad de dicha regla.  
Esta ley fue demandada en ejercic io  de la acción públ ica de 
const i tuciona l idad y en la Sentencia C -319 de 2010 se decidió su 
exequibi l idad. Uno de los argumentos que expl ican la va l idez de la  
refer ida norma es que con el la se logran los princip ios de la  función 
públ ica,  part icularmente los de economía, ef ic iencia y ef icac ia,  en tanto 
permite hacer más ef ic iente e l  uso de l t a lento humano y de los recursos 
públ icos, ambos escasos para el  caso de la Defensoría de l Pueblo.  Es 
innegable que la ob l igación de uso de l istas de elegib les v igentes para 
proveer cargos de igual denominación pero no convocados, en e l  contexto 
expuesto,  busca garant izar e l  mér i to como cri ter io exc lusivo de acceso a 
cargos públ icos,  ya que únicamente se podrá nombrar en las vacantes a 
las personas que hayan superado todas las etapas de la  convocatoria  y,  
además, sean los s iguientes en orden de la l ista,  des pués de haberse 
nombrado a las personas que ocuparon los primeros lugares para proveer 
los cargos ofertados. Adiciona lmente, e l lo permite un uso ef ic iente de los 
recursos públ icos y  de l recurso humano,  con lo  cual  se garant iza la plena 
vigencia los pr inc ip ios que r igen la func ión admin ist rat iva.  

  
3.6.3.  Ahora bien, en lo que respecta a la apl icación de l art ículo 6 la Ley 
1960 de 2019 a las l istas de eleg ibles conformadas por la Comis ión 
Naciona l del Serv icio  Civ i l  y a aquel las que se expidan dentro  de los 
procesos de se lecc ión aprobados antes de l 27 de junio de 2019, sea lo  
pr imero advert i r  que,  por reg la genera l,  esta disposición surte efectos 
sobre si tuaciones que acontecen con posterior idad a su v igencia.  S in  
embargo,  e l  ordenamiento juríd ico reconoce c i rcunstancias que, por vía de 
excepción,  pueden var iar esta regla general  dando lugar a  una apl icación 
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retroact iva,  u l t ract iva o retrospect iva de la norma, por lo que se deberá 
def in i r  s i  hay lugar a la ap l icación de a lguno de dichos fenómenos,  
respecto de la mencionada ley.  
  
El pr imero de estos fenómenos, esto es,  la ret roact iv idad,  se conf igura 
cuando la norma expresamente permi te su apl icación a s i tuac iones de 
hecho ya consol idadas. Por reg la general  está prohibido que una ley 
regule s i tuaciones juríd icas del pasado que ya se han def in ido o 
consol idado, en respeto de los pr inc ip ios de seguridad juríd ica y buena fe,  
así  como del derecho de propiedad.  

  
Por ot ro lado, e l  fenómeno de la  ul t ract iv idad consiste  en que una norma 
sigue produciendo efectos juríd i cos después de su derogatoria,  es 
decir  “se emplea la  regla anterior para la protección de derechos 
adquir idos y expectat ivas legít imas de quienes desempeñaron cier tas 
conductas durante la vigencia de la norma derogada, no obstante exist i r  
una nueva que debería regi r las s i tuaciones que se conf iguren durante su 
período de ef icac ia por e l  pr incip io de ap l icación inmediata anter iormente 
expuesto” .  
  
Ninguno de los anter iores efectos de la ley en el t iempo se apl ica en el 
caso sub-jud ice .  El  ú l t imo fenómeno, que por sus característ icas es el  que 
podría ser ut i l izado en el caso concreto,  es e l  de la  retrospectividad ,  que 
ocurre cuando se apl ica una norma a una si tuación de hecho que ocurr ió  
con anter ior idad a su entrada en v igencia,  pero que nunca consol idó la  
s i tuac ión jur íd ica que de e l la  se der iva,  “pues sus efectos s iguieron 
vigentes o  no encontraron mecanismo a lguno que permita  su reso lución en 
forma def in i t iva” .  Este  fenómeno se presenta cuando la norma regula  
si tuac iones juríd icas que están en curso a l mom ento de su ent rada en 
vigencia.  
  
Para el  caso de la modif icación introducida al art ícu lo 31 de la Ley 909 de 
2004 por la Ley 1960 de 2019, se t iene que la si tuac ión de hecho respecto 
de la cual  cabe hacer el  anál is is para determinar si  hay o no una s i tuac ión 
juríd ica consol idada es la inclusión en la l ista de elegibles.  De esta forma,  
deberá di ferenciarse, por un lado, la si tuac ión de quienes ocuparon  los  
lugares equivalentes al  número de vacantes convocadas y que, en vir tud 
de el lo  t ienen derecho a ser  no mbrados en los cargos convocados y,  por  
e l  ot ro,  la s i tuac ión de aquel las personas que, estando en la l is ta de 
elegibles,  su lugar en el las excedía e l  número de plazas convocadas.  

  
Como fue planteado en el capítu lo anterior,  la consol idac ión del derecho 
de quienes conforman una l is ta de elegib les “se encuentra  
indiso lublemente determinado por e l  lugar que se ocupó dentro de la l is ta  
y el  número de p lazas o vacantes a proveer” .  Así  las cosas,  las personas 
que ocuparon los lugares equivalentes al  número de v acantes convocadas 
t ienen un derecho subjetivo  y adquir ido a ser nombrados en período de 
prueba en el cargo para el  cua l concursaron, de suerte que respecto de 
el los ex iste una si tuac ión juríd ica consol idada que impide la ap l icación de 
una nueva ley que afecte o a l tere d icha condición.  S in embargo,  no ocurre 
lo mismo respecto de quienes ocuparon un lugar en la l ista que excedía el  
número de vacantes a proveer,  por cuanto estos aspi rantes únicamente 
t ienen una expectat iva  de ser nombrados, cuando quiera que,  quienes los 
antecedan en la l is ta,  se encuentren en alguna de las causales de ret i ro 
contenidas en e l ar t ícu lo 41 de la Ley 909 de 2004.  
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Para la Sa la,  e l  cambio normat ivo surg ido con ocasión de la expedición de 
la Ley 1960 de 2019,  regula  la  s i tuac ión j uríd ica no consol idada de las 
personas que ocupaban un lugar en una l ista de e legib les v igente que 
excedía el  número de vacantes ofertadas,  por lo que las ent idades u 
organismos que l levaron a cabo los concursos deberán hacer uso de 
estas, en est r icto orde n de méri tos,  para cubri r  las vacantes def in i t ivas en 
los términos expuestos en la refer ida ley.  Lo anterior no impl ica que 
automáticamente se cree el derecho de quienes hacen parte de una l ista  
de elegibles a ser nombrados, pues el ICBF y la CNSC deberán veri f icar ,  
entre ot ras,  que se den los supuestos que permiten e l  uso de una 
determinada l ista de elegibles,  esto es,  e l  número de vacantes a proveer y  
el  lugar ocupado en el la,  además de que la ent idad nominadora deberá 
adelantar los t rámites admin ist rat iv os, presupuestales y f inancieros a que 
haya lugar para su uso.  
  
Por úl t imo, se ac lara que en este caso no se está haciendo una apl icación 
retroact iva de la norma respecto  de los potencia les aspi rantes que 
podrían presentarse a  los concursos públ icos de mé ri tos para acceder a  
los cargos que ahora serán prov istos con las l istas de elegib les v igentes 
en apl icación de la  nueva ley.  En efecto,  tanto la si tuac ión de quienes 
t ienen derechos adquir idos como de qu ienes aún no han consol idado 
derecho alguno, están reservadas para las personas que conformaron las 
l is tas de eleg ibles vigentes al  momento de expedición de la ley,  de 
manera que e l resto  de la  soc iedad está sujeta a los cambios que pueda 
introduci r la ley en cualquier t iempo, por  cuanto,  en esas personas 
indeterminadas no existe una si tuación juríd ica consol idada ni  en curso.  

  
3.6.4.  Respecto de la apl icación de la Ley 1960 de 2019 para de l uso de 
las l istas de eleg ibles expedidas con anter ior idad a l 27 de jun io del año 
en ci ta,  la Comis ión Nacional  del  Se rv ic io Civi l  expid ió un cr i ter io 
unif icado e l 1° de agosto de 2019, en el  que, de manera enfát ica ,  
establec ió que la  modif icación estab lec ida en dicha ley ún icamente ser ía 
apl icab le a los acuerdos de convocatoria  aprobados después de su 
entrada en vigencia .  No obstante,  poster iormente, e l  pasado 20 de enero,  
la misma Comisión dejó sin  efectos e l  pr imer cr i te r io  y  estab leció  que  “ las 
l is tas de eleg ibles conformadas por la CNSC y aquel las que sean 
expedidas e l marco de los procesos de selección aprobados con 
anterior idad a l 27 de junio de 2019,  deberán usarse durante su vigencia 
para proveer las vacantes de los empleos que integraron la  Oferta  
Pública de Empleos de Carrera –OPEC– de la respectiva convocatoria  
y para cubrir nuevas vacantes que se generen con po sterioridad  y que 
correspondan a los  "mismos empleos" ,  ent iéndase con igua l  
denominación cód igo,  grado, asignación básica mensual,  propósitos,  
funciones, ubicac ión geográf ica y mismo grupo de aspirantes; cr i te r ios 
con los que en e l proceso de selección se ident i f ica  el  empleo con un 
número de OPEC.”.  

  
3.6.5.  En conclus ión, con el cambio normat ivo surg ido con ocasión de la 
expedic ión de la mencionada ley respecto de l uso de la l ista de elegibles,  
hay lugar a su apl icación ret rospect iva,  por lo que el preced ente de la 
Corte que l imitaba, con base en la normat iva vigente en ese momento, e l  
uso de las l istas de elegibles a  las vacantes ofertadas en la convocator ia,  
ya no se encuentra vigente,  por e l  cambio normat ivo producido. De 
manera que, para el  caso de las  personas que ocupan un lugar en una 
l is ta,  pero no fueron nombradas por cuanto su posición excedía el  número 
de vacantes convocadas, es posib le apl icar  la regla contenida en la Ley 
1960 de 2019, siempre que, para e l  caso concreto,  se den los supuestos 
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que habi l i tan el  nombramiento de una persona que integra una l ista de 
elegibles y ésta todavía se encuentre vigente.  

 

La Comisión Nacional del Servicio Civi l ,  en su Cri ter io Unif icado del día 16 de  

enero de 2020,  en relación con el tema del uso de las l istas de elegibles en el  

contexto de la Ley 1960 de 2019, indicó que las l istas de elegibles 

conformadas con ocasión de los procesos de selección aprobados con 

anterioridad al  27 de junio de 2019, podrían usarse durante su vigencia para 

para cubri r nuevas vacantes que se generen con posterioridad siempre y 

cuando correspondan a los "mismos empleos”, es deci r,  aquel los con igual 

denominación, código, grado, asignación básica mensual,  propósito, funciones, 

mismos requisi tos de estudio y experiencia reportados en la  OPEC, ubicación 

geográf ica y mismo grupo de aspirantes; cri terios con los que en el proceso de 

selección se ident i f ica el empleo con un número de OPEC. Ahora en cuanto a 

las l istas de elegibles conformadas para procesos de selección iniciados a 

part i r del  27 de junio de 2019, est imó la CNSC que esos procesos de selección 

deberán ser estructurados considerando el posible uso qu e se haga de las 

l istas de elegibles para empleos equivalentes, con el objeto da lograr que el los 

sean equiparables desde el proceso de selección.   

 

Así entonces, en esos procesos de selección con posterioridad al 27 de junio 

de 2019, deberán usarse las l istas de elegibles  durante su vigencia , para 

proveer las vacantes de los empleos que integraron Ia Oferta Públ ica de 

Empleos de Carrera -OPEC- de Ia respect iva convocatoria y para cubri r  nuevas 

vacantes de los "mismos empleos" o vacantes en cargos da empleos 

equivalentes.”  

 

Luego de el lo, la CNSC se ha pronunciado complementando el  cri terio unif icado 

del 16 de enero de 2020,  señalado part icularmente que las l istas de elegibles 

conformadas por la CNSC y aquel las que sean expedidas en el marco de los 

procesos de selección aprobados con anterioridad al 27 de junio de 2019, 

deberán usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los  empleos 

que integraron la Oferta Públ ica de Empleos de Carrera -OPEC- de la 

respect iva Convocatoria y para cubri r nuevas vacantes que se generen con 

posterioridad y que correspondan a los “mismos empleos”;  ent iéndase, con 

igual denominación,  código, grado , asignación básica mensual,  propósito,  



P á g i n a  1 2  d e  1 5  

S e n te n c ia  2 ª  i n s ta n c ia .        M      C     O     P          R a d i ca d o  0 50 0 1  31  0 3  0 0 5  20 2 3  00 4 27  0 1  
 

funciones, mismos requisi tos de estudio y experiencia reportados en la OPEC, 

ubicación geográf ica y mismo grupo de aspirantes; cr i terios con los que en el 

proceso de selección se ident i f ica el  empleo con un número de  OPEC.” 

 

I I I .  ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

 

Corresponde a esta Judicatura estudiar s i  la presente acción reúne los 

requisi tos de procedencia de la acción de tutela, y en caso de ser así,  se 

estudiará de fondo la discusión planteada por la accionante,  de no c umpli rse 

estos, se declarará la improcedencia de la misma.  

 

El reclamo ius fundamental que se real iza por parte de la señora Emily El isa 

Coronado Garcés encuentra sustento en la presunta vulneración de sus 

derechos fundamentales al  debido proceso, la igualdad,  trabajo,  debido 

proceso administ rat ivo, acceso a cargos y funciones públ icas, así como a los 

principios de conf ianza legít ima, buena fe y seguridad jurídica por parte de la 

ent idad accionada; pues considera concretamente que la afectación de sus 

derechos deriva de la respuesta que le brindó la Escuela Superior de 

Administ ración Públ ica ESAP a la reclamación formulada f rente a los resultados 

de la prueba de conocimientos, dentro del proceso de Selección para el cargo 

de Subdirector de Centro del  SENA, respuesta que decidió mantener el  puntaje 

que inicialmente obtuvo en la prueba y que según est ima, no se encuentra 

debidamente sustentada y motivada, no const i tuyendo entonces una respuesta 

de fondo.  

 

Ha expresado en forma reiterada la jurisprudencia de la Honorable Corte 

Const i tucional,  que la acción de tutela es improcedente cuando con el la se 

pretenden sust i tui r mecanismos ordinarios de defensa que, por negl igencia o 

descuido de quien sol ici ta el  amparo const i tucional,  no fueron  o no han sido 

ut i l izados.  

 

La integridad de la función estatal de administ rar just icia resultaría gravemente 

comprometida si  se permit iera que un mecanismo especial  y extraordinario 

como la acción de tutela, di r igido exclusivamente a la protección de los 

derechos fundamentales,  pud iera supl i r  los instrumentos y recursos ordinarios 
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que el  ordenamiento pone a disposición de aquel las personas que persiguen la 

def inición de alguna si tuación jurídica mediante un proceso judicial .  Sobre este 

part icular,  el  Tribunal Const i tucional Colombia no en su sentencia T-851 de 

2006 M.P. Rodrigo Escobar Gi l  señaló lo siguiente:  

 

La acción de tute la,  pese a la ex istencia de la vio lac ión de un derecho 
fundamental,  sólo procede de manera subsidiar ia  o t ransitor ia .  Si e l  
afectado dispone de un medio ordina rio de defensa judicia l ,  sa lvo que este 
sea inef icaz para e l  propósito  de procurar la defensa inmediata del 
derecho quebrantado, la acc ión de tute la resulta improcedente .  La incuria  
y negligencia de la  parte que teniendo la posibil idad de uti l izar los 
medios ordinarios de defensa que le suministra el  ordenamiento, deja 
transcurrir los términos para hacerlo, y no los ejercita ,  mal puede ser 
suplida con la habil i tación procedimental  de la acción de tutela.  En 
este mismo evento, la tutela t ransitor ia tampoco e s de recibo, como quiera 
que ésta requ iere que en últ imas el asunto pueda resolverse a t ravés de 
los cauces ord inar ios,  lo que ab in i t io  se descarta s i  por e l  mot ivo 
expresado las acciones y recursos respect ivos han prescr i to o caducado. 
Nótese que de ser v iable la acción de tu tela  en estas c ircunstancias,  ésta 
no se l imitaría a decidir  e l  aspecto const i tucional de la cont roversia - la 
vio lación del  derecho const i tuciona l fundamental - ,  s ino, además,  todos los 
restantes aspectos de pura legal idad, excediéndo se e l ámbi to que la  
Const i tución le ha reservado."  
 

Lo anter ior para precisar que, como lo ha establecido el máximo Tribunal 

Const i tucional en rei teradas ocasiones,  la acción de tutela es un mecanismo 

judicial  para la protección inmediata de los derechos f undamentales, de 

carácter subsidiario 2,  quiere deci r esto que la acción de tutela es procedente 

sólo cuando se cumple con los cri terios generales de procedencia que se 

ref ieren a la subsidiariedad y la inmediatez, pues no se puede con la acción de 

tutela sust i tui r los mecanismos de defensa ordinarios. Sentado lo t iene la 

jurisprudencia, que para cuest ionar las actuaciones administ rat ivas que se 

plasman en actos administ rat ivos de carácter general o part icular,  no cabe la 

acción de tutela, ya que para tales efectos existen los medios de control 

pert inentes ante la jurisdicción de lo contencioso administ rat ivo.  

 

Como se dejó anotado en las consideraciones de la presente sentencia, ha 

señalado la Honorable Corte Const i tucional que la acción de tutela es 

improcedente contra actos u omisiones administ rat ivos, pues para el lo l a actora 

cuenta con mecanismos judiciales ordinarios que se encuentran diseñados 

precisamente para di rimir las controversias que se susciten f rente a estos.  

                                                 
2 Ver Sentencia T-177 de 2011 Magistrado Ponente. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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El Máximo Tribunal  Const i tucional ha establecido que esta regla no es 

absoluta, pues cuando se logra acreditar la posibi l idad de acaecimiento de un 

perjuicio i rremediable, la misma se puede conceder de forma transitoria, o si  se 

logra demostrar que los mecanismos ordinarios no son idóneos n i ef icaces se 

puede conceder de forma def ini t iva.  

 

Anal izado este aspecto en el caso concreto, considera el Tribunal,  luego del 

estudio del l ibelo genitor y de lo demostrado en el presente trámite 

const i tucional que lo pet icionado por la accionante, bajo el argumento de no 

haber obtenido respuesta de fondo a su reclamación f rente a los resultados de 

la prueba de conocimientos del concurso al cual se inscribió para el SENA, se 

ci rcunscribe es a que se le ordene a la ESAP que la declare como admit ida al  

proceso,  así  lo pidió en las pretensiones de la demanda de tutela,  porque 

según se inf iere, no está conforme con la respuesta brindada.  

 

Pese a el lo, lo cierto aquí es que no se hace necesario indagar a profundidad 

el asunto,  porque no se logra superar el  requ isi to primordial para que se 

habi l i te paso al estudio de fondo de la acción de tutela  y este es que se 

acredite el  r iesgo de advenimiento de un perjuicio i rremediable,  nótese como  al  

respecto, nada indica la accionante , pues omite refer ir a las ci rcunstancias que 

l levan a que se le pueda ocasionar un perjuicio i rremediable y por las cuales se 

haría necesario que se tramite la acción de tutela, debido a una urgencia 

manif iesta,  en la cual se evidencie la inmediatez,  gravedad y la 

impostergabi l idad que habi l i te la intervención del juez const i tucional, .  Aunado a 

el lo, se debe tener en cuenta que , si  la discusión aquí planteada se da ante el 

juez de lo contencioso administ rat ivo, existen al l í  mecanismos que permiten 

conjurar lo que podría afectar a la accionante, dado el  caso de avanzar el  

proceso de selección.  

  

Por úl t imo est ima el Tribunal como acertadamente lo estableció el A Quo ,  que 

la decisión tomada por parte de la ent idad  accionada al resolver la reclamación  

no se muestra caprichosa, pues le fueron resueltos cada uno de los puntos de 

la reclamación con la debida just i f icación , asunto bien diferente es que no se 

comparta el contenido de la respuesta, s in embargo,  como se di jo, cualquier 

discusión que se suscite f rente a ese tema y en el que no esté probad o el 
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pel igro del acaecimiento de un perjuicio irremediable, debe surt irse ante la 

jurisdicción correspondiente, máxime que estamos ante  procedimientos que se 

consagran en la propia Ley.  

 

Por lo tanto, y teniendo en cuenta que la accionante no probó el r iesgo de 

acaecimiento de un perjuicio i rremediable y que no l legó a just i f icar de forma 

completa e inequívoca el por qué los medios ordinarios no son idóneos ni 

ef icaces para evitar la vulneración de sus derechos fundamentales,  esta Sala 

de Decisión conf i rmará integralmente la decis ión tomada en primera instancia.  

 
En mérito de lo expuesto, el  TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN ,  en Sala 

Tercera de Decisión Civi l ,  administ rando just ic ia en nombre de la Repúbl ica y 

por autoridad de la Ley,  

 

FALLA 

 

PRIMERO. CONFIRMAR  la sentencia de tutela de primera instancia cuya 

procedencia y demás datos part icularizantes fueron detal lados en la parte 

motiva de este proveído.  

 
SEGUNDO.  NOTIFICAR  esta decisión a todos los interesados, por el  medio 

más expedito y ef icaz posible.  Ofíciese al  Juzgado de origen.  

 

TERCERO. REMÍTASE el expediente a la Corte Const i tucional  para su eventual 

revisión, dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutor ia del fal lo.  

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
Los Magistrados,  

 
 
 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 
 
 
 

SALVAMENTO DE VOTO 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
 
 
 
 

NATTAN NISIMBLAT MURILLO  
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